
III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA
16294 Resolución de 27 de septiembre de 2019, de la Dirección General de los 

Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto contra la nota de 
calificación extendida por la registradora de la propiedad de Manilva, por la 
que suspende la inscripción de una escritura de compraventa de 
participaciones indivisas de fincas rústicas.

En el recurso interpuesto por don J. C. G. C., en nombre y representación de la 
entidad «Arily Corporate Propertis, S.L.», contra la nota de calificación extendida por la 
registradora de la Propiedad de Manilva, doña María Belén Santa-Olalla Fernández-
Fígares, por la que suspende la inscripción de una escritura de compraventa de 
participaciones indivisas de fincas rústicas.

Hechos

I

Mediante escritura autorizada por el notario de Madrid, don Rafael de la Fuente 
García, don E. F. M. vendió a don F. J. S. H., a la entidad «Arily Corporate Propertis, 
S.L.» y a don J. A. N. G., estos dos últimos representados por el citado don F. J. S. H., 
cada uno de los cuales compró una cuarta parte indivisa de dos fincas rústicas situadas 
en el término municipal de Casares, correspondiente a la circunscripción del Registro de 
la Propiedad de Manilva.

II

Presentada el día 16 de mayo de 2019 la citada escritura en el Registro de la 
Propiedad de Manilva, junto con otra de ratificación, fue objeto de la siguiente nota de 
calificación:

«Visto Por Doña Belén Santa-Olalla Fernández-Fígares, Registradora de la 
Propiedad de Manilva (Málaga), el procedimiento registral identificado con el n.º 4262 de 
entrada de 2019, iniciado como consecuencia de la presentación en el mismo Registro, 
de los documentos que se dirán, en virtud de solicitud de inscripción.

En el ejercicio de la calificación Registral sobre la legalidad de los documentos 
presentados, obrantes en el procedimiento de referencia, resultan los siguientes:

Hechos:

I. Documento y presentación:

Escritura de Compraventa N.º 1920/2018 de protocolo, autorizada el día 28/06/2018, 
por el Notario de Madrid Don Rafael de la Fuente García, a la que acompaña escrituras 
de ratificación otorgadas el día 29 de Junio de 2018 y el día 21 de agosto de 2018 ante 
la Notario de Jerez de la Frontera, Doña María Esther Vallejo Vega, números 1074 
y 1360 de protocolo, presentada en este Registro por N. G., H. a las 12:35 horas del 
día 16/05/2019, bajo el Asiento número 875 del Tomo 69 del Libro Diario de 
Operaciones, fecha en que comienza el plazo para su calificación por aplicación de los 
arts. 254 y 255 de la Ley Hipotecaria y 18,2.º de la misma tras la reforma introducida por 
la Ley 24/2001 de 27 de diciembre.
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II. En dicho Documento se han observado las siguientes circunstancias que han 
sido objeto de calificación desfavorable:

Defectos: Dada la venta de partes indivisas de fincas rústicas, debe aportarse 
licencia de parcelación o declaración municipal de innecesariedad y ello por aplicación 
de los arts 66 y 68 de la LOUA en relación con el art 17 de la Ley del suelo y arts 79 y 80 
del RD 1093/1997 de 4 de julio y el art 8 del Rgto de disciplina urbanística andaluza.

Y si no se aporta licencia de parcelación o declaración municipal de innecesariedad 
como declara la DGRN en Resolución de 22 de Marzo de 2018 “será la Administración 
competente la que, en ejercicio de sus competencias en sede de disciplina urbanística, 
en el marco del procedimiento administrativo, y con los mayores elementos de que 
dispone, la que deberá pronunciarse sobre el carácter o no de parcelación ilegal de los 
negocios documentados en forma de compraventa de cuota indivisa, si bien, la actuación 
del registrador deberá articularse a través del procedimiento establecido en el artículo 79 
citado.

Esto es, tras el requerimiento efectuado al efecto, si el Ayuntamiento comunicare al 
registrador de la Propiedad que del título autorizado no se deriva la existencia de 
parcelación urbanística ilegal, el registrador practicará la inscripción de las operaciones 
solicitadas.

Si el Ayuntamiento remitiere al registrador certificación del acuerdo del órgano 
competente, adoptado previa audiencia de los interesados, en el que afirme la existencia 
de peligro de formación de núcleo urbano o de posible parcelación ilegal, se denegará la 
inscripción de las operaciones solicitadas y el registrador de la Propiedad reflejará el 
acuerdo municipal mediante nota al margen de la finca o resto de la finca matriz.

Transcurridos cuatro meses desde la fecha de la nota puesta al margen del asiento 
de presentación, si no se presentare el documento acreditativo de incoación del 
expediente a que se refiere el apartado siguiente con efectos de prohibición de disponer, 
el registrador de la Propiedad practicará la inscripción de las operaciones solicitadas.

Si el Ayuntamiento o, en su caso, el órgano urbanístico competente, incoase 
expediente de infracción urbanística por parcelación ilegal, en el acuerdo 
correspondiente podrá solicitarse del registrador de la Propiedad que la anotación 
preventiva procedente surta efectos de prohibición absoluta de disponer, en los términos 
previstos por el artículo 26.2.ª de la Ley Hipotecaria.”

En efecto, la DGRN señala que tanto de la legislación autonómica andaluza 
(Ley 7/2002, modificada por la Ley 13/2005, y Decreto 60/2010) como de la estatal (arts. 
26 Ley del Suelo y 78 y 79 RD 1093/1997), así como de la sentencia 17-3-2011 de la 
Sala de lo Contencioso del TSJ de Andalucía y de la propia doctrina de la Dirección 
General de los Registros, se desprende que modernamente el concepto de parcelación 
ha trascendido la estricta división material de fincas para alcanzar la división ideal, 
comprensiva de todos aquellos supuestos en que, manteniéndose formalmente la unidad 
del terreno, se produce una división en la titularidad o en el goce del mismo, ya sea en 
régimen de indivisión, de propiedad horizontal, de vinculación a participación en 
sociedades, o de cualquier otro modo en que se pretenda alcanzar los mismos objetivos. 
E, igualmente, y en esta misma línea, la ausencia de asignación formal y expresa de uso 
individualizado de una parte del terreno no es por sí sola suficiente para excluir la 
formación de nuevos asentamientos y por tanto la calificación de la operación como 
reveladora de una parcelación ilegal. Ni siquiera, añade el Centro Directivo, excluye esta 
posibilidad la manifestación contraria a dicha asignación de partes de suelo, hecha por 
los interesados en el título inscribible. Y si bien es cierto que la R. 10-10-2005 declaró 
que la sola venta de cuota, sin adscripción de suelo, no puede considerarse reveladora 
de una parcelación ilegal, no lo es menos que esa afirmación se hacía con la salvedad 
de que concurriera algún otro elemento de juicio que pudiera llevar a la conclusión de la 
existencia de la repetida parcelación.

Para apreciar la existencia de indicios de parcelación urbanística en las 
enajenaciones de cuotas indivisas, resulta imprescindible la existencia de determinados 
datos jurídicos o tácticos que así lo revelen y se pongan de manifiesto dentro de la labor 
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calificadora del Registrador. Así sucede, por ejemplo, cuando consta registralmente la 
incoación de un expediente de disciplina urbanística sobre la finca en cuestión, o la venta 
sucesiva de varias participaciones indivisas junto a la declaración de obras nuevas sobre 
el mismo inmueble, o cuando en la misma escritura se contiene la declaración de que la 
cuota indivisa conlleva el uso exclusivo de una parte concreta de la finca por el 
adquirente; esto último en el bien entendido que la mera ausencia de asignación formal y 
expresa de dicho uso no implica la inexistencia de parcelación ilegal, sino que habremos 
de estar a las circunstancias fácticas existentes con independencia de lo declarado en el 
título inscribible, de acuerdo con el tenor literal del artículo 66.2 LOUA. Tres RR., 
idénticas: R. 7-4-2005 8-4-2005,18-4-2005,12 de julio de 2010 y 2 de marzo de 2012.

Y como declara la DGRN en Resolución de 28 de Enero de 2014 si bien la venta de 
cuota indivisa de finca rústica, sin adscripción de uso de un espacio determinado, no es 
por sí indiciaría de parcelación ilegal, sí puede haber otros indicios que lleven al 
registrador a la conclusión de que existe tal, y de que por tanto es necesaria la licencia 
municipal de parcelación, o certificación de su innecesariedad (arts. 78 y 79 RD, estatal, 
1093/1997). Así ocurría en el caso debatido, en el que si bien las partes afirmaban que la 
cuota vendida no lleva aparejada adscripción de uso, lo cierto es que de la certificación 
catastral que se incorporaba a la escritura resultaba que dicha cuota se correspondía 
con una determinada superficie, destinada a almacén, dentro de una parcela mayor 
integrada por varias edificaciones.

En efecto, según el Registro, las fincas registrales número 94 y 5.537 de Casares 
constan inscritas a favor del Sr. F. M. en virtud de escritura otorgada el 7 de Noviembre 
de 2017 ante el Notario de Madrid, Don Jorge Sáez-Snturtún Prieto, bajo el número 3293 
y ahora, en la precedente escritura, dicho señor vende tres cuartas partes indivisas a la 
entidad “Arily Corporate Properties, S.L., Sr. N. G. y Sr. S. H., que compran cada uno de 
ellos una cuarta parte de las dos fincas.

La finca registral número 94 de Casares, según la escritura, se corresponde con el 
polígono 7 parcela 6, incorporándose certificación catastral de dicha parcela en la que 
constan varias construcciones y la finca registral número 5.537 de Casares, según el 
Registro, tiene una extensión superficial de dos hectáreas, sesenta y cinco áreas y 
conforme al artículo 8 del Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía, aprobado 
por Decreto 60/2010, de 16 de marzo, “tendrán la consideración de actos reveladores de 
posible parcelación urbanística, la transmisión intervivos de cuotas proindiviso de fincas 
clasificadas como suelo no urbanizable, cuando a cada uno de los titulares corresponda 
teóricamente una parte de superficie inferior a la mayor de las fijadas en la ordenación 
urbanística y territorial vigente, como parcela mínima edificable o divisible, según el 
resultado de aplicar a la total superficie del inmueble objeto de alteración, el porcentaje 
que represente cada cuota indivisa enajenada.”

Observaciones.–Se advierte que si no se aportase la licencia o declaración municipal 
de innecesariedad, se procederá conforme al art 79 del RD 1093/1997 y en 
consecuencia se notificará el otorgamiento de esta escritura al Ayuntamiento, 
prorrogándose el asiento de presentación por 4 meses, procediéndose a su inscripción 
sino contesta en el citado plazo.

A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes:

Fundamentos de Derecho.

I. Los documentos de todas clases, susceptibles de inscripción se hallan sujetos a 
calificación por el registrador, quien, bajo su responsabilidad, ha de resolver acerca de la 
legalidad de sus formas extrínsecas, la capacidad de los otorgantes y la validez de los 
actos contenidos en los mismos, de conformidad con lo establecido en los arts. 18 y 19 
de la Ley Hipotecaria y 98 a 100 del Reglamento para su ejecución.

II. En relación a las circunstancias reseñadas en el Hecho II, debe tenerse en 
consideración: Arts 1,3,9,21 de la Ley hipotecaria y 51 de su Reglamento. Art 8 del 
Reglamento de disciplina urbanística de Andalucía aprobado por Decreto 60/2010 de 16 
de marzo que entró en vigor el 7 de mayo de 2010. artículos 149.1.8.ª de la Constitución 
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Española; artículos 78 y 79 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se 
aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley 
Hipotecaria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de actos de naturaleza 
urbanística; 18 del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo; Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, 
por el que aquél se desarrolla; la Resolución de la Dirección General del Catastro de 24 
de noviembre de 2008; y las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 26 de junio de 1999, 12 de febrero de 2001, 2 de diciembre de 2004, 7, 8, 
18, 21 y 22 de abril, 30 de mayo, 23 de julio y 10 de octubre de 2005, 14 de noviembre 
de 2006, 29 de mayo, 14 de julio y 9 de septiembre de 2009, 12 de julio de 2010, 24 de 
agosto de 2011, 2 de marzo y 24 de mayo de 2012 y 2 de enero 4 de marzo y 1 de 
octubre de 2013. Ley 7/2002, de 17 de diciembre, sobre Ordenación Urbanística de 
Andalucía, Artículos 52, 66, 68, 176, 185 y disposición adicional primera

Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía, aprobado por Decreto 60/2010, 
de 16 de marzo, Artículos 8.a) y 28,3.

Artículo 8. Actos sujetos a licencia urbanística municipal.

Están sujetos a previa licencia urbanística municipal, sin perjuicio de las demás 
autorizaciones o informes que sean procedentes de acuerdo con la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre. o con la legislación sectorial aplicable, todos los actos de construcción o 
edificación e instalación y de uso del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo, y, en 
particular, los siguientes:

a) Las parcelaciones urbanísticas a que se refiere la sección sexta del Capítulo II 
del Título U de la Ley 7/2002. de 17 de diciembre, salvo que estén contenidas en 
proyectos de reparcelación aprobados o sean objeto de declaración de innecesariedad 
de la licencia.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 7/2002. de 17 de diciembre. se 
consideran actos reveladores de una posible parcelación urbanística aquellos en los que, 
mediante la interposición de sociedades, divisiones horizontales o asignaciones de uso o 
cuotas en pro indiviso de un terreno, fincas, parcelas, o de una acción, participación u 
otro derecho societario, puedan existir diversos titulares a los que corresponde el uso 
individualizado de una parte del inmueble, sin que la voluntad manifestada de no realizar 
pactos sobre el uso pueda excluir tal aplicación. En tales casos será también de 
aplicación lo dispuesto en la legislación para las parcelaciones urbanísticas según la 
clase de suelo de la que se trate.

Igualmente, tendrán la consideración de actos reveladores de posible parcelación 
urbanística, Ja transmisión intervivos de cuotas proindiviso de fincas clasificadas como 
suelo no urbanizable, cuando a cada uno de los titulares corresponda teóricamente una 
parte de superficie inferior a la mayor de las fijadas en la ordenación urbanística y 
territorial vigente, como parcela mínima edificable o divisible, según el resultado de 
aplicar a la total superficie del inmueble objeto de alteración, el porcentaje que 
represente cada cuota indivisa enajenada. El mismo régimen se aplicará a las 
transmisiones de acciones, participaciones u otros derechos societarios que produzcan 
el mismo resultado, así como a las divisiones horizontales. En estos actos reveladores 
de parcelación urbanística, se requerirá la correspondiente licencia urbanística o 
declaración de innecesariedad, debiendo esta última condicionarse resolutoriamente al 
cumplimiento de las previsiones fijadas en el instrumento de planeamiento urbanístico, o 
en su caso, aquellas que garanticen la no inducción a la formación de nuevos 
asentamientos. Los Notarios y Registradores de la Propiedad, para autorizar e inscribir 
respectivamente las escrituras públicas de estos actos o negocios jurídicos, exigirán el 
previo otorgamiento de licencia urbanística o declaración de innecesariedad. debiendo 
los primeros testimoniarlo en las correspondientes escrituras públicas…”

Art. 66.1 y 66.3 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía: “1. Se considera parcelación urbanística: a) En terrenos que tengan el 
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régimen propio del suelo urbano y urbanizable, toda división simultanea o sucesiva de 
terrenos, fincas, parcelas o solares, b) En terrenos que tengan el régimen del suelo no 
urbanizable, la división simultánea o sucesiva de terrenos, fincas o parcelas en dos o 
más lotes que, con independencia de lo establecido en la legislación agraria, forestal o 
de similar naturaleza, pueda inducir a la formación de nuevos asentamientos. En esta 
clase de suelo también se consideran actos reveladores de una posible parcelación 
urbanística aquellos en los que, mediante la interposición de sociedades, divisiones 
horizontales o asignaciones de uso o cuotas en pro indiviso de un terreno o de una 
acción o participación social, puedan existir diversos titulares a los que corresponde el 
uso individualizado de una parte de terreno equivalente o asimilable a los supuestos del 
párrafo anterior. En tales casos será también de aplicación lo dispuesto en esta Ley para 
las parcelaciones urbanísticas en esta clase de suelo”. 3. Cualquier acto de parcelación 
urbanística precisará de licencia urbanística o, en su caso, de declaración de su 
innecesariedad.

No podrá autorizarse ni inscribirse escritura pública alguna en la que se contenga 
acto de parcelación sin la aportación de la preceptiva licencia, o de la declaración de su 
innecesariedad, que los Notarios deberán testimoniar en la escritura correspondiente.”

Artículos 20, 26.2 de la Ley Hipotecaria; 66 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de 
Ordenación Urbanística de Andalucía; 145 del Reglamento Hipotecario; 78 y 79, 
párrafo 5.º del R.D. 1.093/97 de 4 de julio; las Sentencias del Tribunal Supremo de 21 de 
febrero de 1912 y 22 de marzo de 1943, y las Resoluciones de esta Dirección General 
de 7 de febrero de 1959, 22 de octubre y 2 de diciembre de 1998, 28 de julio de 1999, 23 
de octubre de 2001, 23 junio de 2003 y 2 de enero de 2005 entre otras, artículo 17 del 
Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Suelo; los apartados tercero y cuarto del artículo 79 del Real 
Decreto 1093/97, de 4 de julio; así como las Resoluciones de este Centro directivo de 7, 
8 y 18 de abril de 2005; y 23 de Julio de 2005.Rs de 9 de septiembre de 2009, 24 de 
agosto 2011, 2 marzo 2012, 24 mayo 2012, 16 junio 2012, 21 y 28 de enero 2014.

Artículo 79. Divisiones y segregaciones.

En caso de división o segregación de fincas realizadas en suelo no urbanizable, 
cuando de la operación que corresponda resulten parcelas inferiores a la unidad mínima 
de cultivo o, en todo caso, aun siendo superiores, cuando por las circunstancias de 
descripción, dimensiones, localización o número de fincas resultantes de la división o de 
las sucesivas segregaciones, surgiere duda fundada sobre el peligro de creación de un 
núcleo de población, en los términos señalados por la legislación o la ordenación 
urbanística aplicable, los Registradores de la Propiedad actuarán con arreglo a lo 
establecido en este artículo.

I. Los Registradores de la Propiedad, cuando, a pesar de haberse autorizado la 
escritura pública, tuviesen la duda fundada a que se refiere el número anterior y no se 
aportase la licencia correspondiente, remitirán copia del título o títulos presentados al 
Ayuntamiento que corresponda, acompañando escrito con solicitud de que se adopte el 
acuerdo que, en cada caso, sea pertinente y con advertencia expresa de que en caso de 
no contestación se procederá con arreglo a lo establecido en este artículo. La remisión 
de la documentación referida se hará constar al margen del asiento de presentación, el 
cual quedará prorrogado hasta un límite de ciento ochenta días a contar de la fecha de la 
remisión.

II. Si el Ayuntamiento comunicare al Registrador de la Propiedad que del título 
autorizado no se deriva la existencia de parcelación urbanística ilegal, el Registrador 
practicará la inscripción de las operaciones solicitadas. Todo ello sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 80.

III. Si el Ayuntamiento remitiere al Registrador certificación del acuerdo del órgano 
competente, adoptado previa audiencia de los interesados, en el que afirme la existencia 
de peligro de formación de núcleo urbano o de posible parcelación ilegal, se denegará la 
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inscripción de las operaciones solicitadas y el Registrador de la Propiedad reflejará el 
acuerdo municipal mediante nota al margen de la finca o resto de la finca matriz. Dicha 
nota producirá los efectos previstos en el artículo 73.

IV. Transcurridos cuatro meses desde la fecha de la nota puesta al margen del 
asiento de presentación, prevista en el apartado 1 de este artículo, si no se presentare el 
documento acreditativo de incoación del expediente a que se refiere el apartado 
siguiente con efectos de prohibición de disponer, el Registrador de la Propiedad 
practicará la inscripción de las operaciones solicitadas.

V. Si el Ayuntamiento o, en su caso, el órgano urbanístico competente, incoase 
expediente de infracción urbanística por parcelación ilegal, en el acuerdo 
correspondiente podrá solicitarse del Registrador de la Propiedad que la anotación 
preventiva procedente surta efectos de prohibición absoluta de disponer, en los términos 
previstos por el artículo 26.2 de la Ley Hipotecaria.

El artículo 17 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo, dispone en sus párrafos segundo y 
tercero, lo siguiente: “2. La división o segregación de una finca para dar lugar a dos o 
más diferentes sólo es posible si cada una de las resultantes reúne las características 
exigidas por la legislación aplicable y la ordenación territorial y urbanística. Esta regla es 
también aplicable a la enajenación, sin división ni segregación, de participaciones 
indivisas a las que se atribuya el derecho de utilización exclusiva de porción o porciones 
concretas de la finca, así como a la constitución de asociaciones o sociedades en las 
que la cualidad de socio incorpore dicho derecho de utilización exclusiva. En la 
autorización de escrituras de segregación o división de fincas, los notarios exigirán, para 
su testimonio, la acreditación documental de la conformidad, aprobación o autorización 
administrativa a que esté sujeta, en su caso, la división o segregación conforme a la 
legislación que le sea aplicable. El cumplimiento de este requisito será exigido por los 
registradores para practicar la correspondiente inscripción”.

Así establece la DGRN que a los efectos de decidir la inscribibilidad de un acto que 
implique una presunta parcelación ilegal, no debe el registrador sujetarse a la literalidad 
de los términos utilizados por la legislación hipotecaria estatal (se está refiriendo 
singularmente a la expresión “Divisiones y segregaciones” que utiliza el art. 79 del Real 
Decreto 1093/97, de 4 de julio), sino que ha de interpretar éstos a la luz de la normativa 
urbanística autonómica aplicable, cuya terminología suele ser de contenido más amplio 
(“parcelación ilegal”, “actos reveladores de una posible parcelación urbanística”), pero 
viene a coincidir sustancialmente con la finalidad de protección urbanística que persigue 
la normativa hipotecaria. (R. 23-7-2005, doctrina reiterada por la R de 9 de septiembre 
de 2009, si conforme a los ap. 3 y 4 del art. 79 del Real Decreto 1093/97, de 4 de julio, el 
registrador ha de rechazar, de manera provisional, la inscripción de documentos que 
impliquen un riesgo de creación de núcleo urbano o de parcelación ilegal, a la espera de 
que se presente en el Registro el documento administrativo que acredite la incoación de 
expediente de disciplina urbanística (art. 79.5 del citado RD), con mayor motivo habrá de 
exigir que se acredite la obtención de licencia de parcelación, o declaración de 
innecesariedad, (Tres RR., idénticas: R. 7-4-2005 8-4-2005,18-4-2005

En este mismo sentido La Resolución de la DGRN de 14 de julio de 2009 respecto a 
la consulta formulada por el Colegio notarial de Andalucía.

Vistos los artículos 52, 66, 68, 176, 185 y disposición adicional primera de la 
Ley 7/2002, de 17 de diciembre, sobre Ordenación Urbanística de Andalucía; 8.a) y 28.3 
del Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía, aprobado por Decreto 60/2010, 
de 16 de marzo; 78 y 79 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se 
aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley 
Hipotecaria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de actos de naturaleza 
urbanística; 19 y disposición adicional segunda de la Ley 38/1999, de 5 de diciembre, de 
Ordenación de la Edificación; y las Resoluciones de esta Dirección General de 14 de 
julio de 2009 –en respuesta a la consulta formulada por el Colegio Notarial de 
Andalucía–, 26 de junio de 1999, 12 de febrero de 2001, 7, 8, 18 y 22 de abril, 30 de 
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mayo, 23 de julio y 10 de octubre de 2005, 14 de noviembre de 2006, 29 de mayo y 9 de 
septiembre de 2009, y 12 de julio de 2010. y 24 de agosto de 2011.

Como señala Don F. J. R. B., inspector de Ordenación del Territorio, Urbanismo y 
Vivienda de la Junta de Andalucía, la aseveración final de que la parcelación urbanística 
y los signos reveladores del artículo 66.2 de la LOUA sólo tendrán lugar en el caso de 
creación de nuevas cuotas indivisas, pero no en sus sucesivas transmisiones, no puede 
sostenerse de una manera tan general por las siguientes razones:

En primer lugar, dicha interpretación choca frontalmente con la literalidad del 
artículo 8 a) del RDUA. En el mismo se expresa que “Igualmente, tendrán la 
consideración de ‘actos reveladores de una posible parcelación urbanística, la 
transmisión inter vivos de cuotas pro indiviso de fincas clasificadas como suelo no 
urbanizable”, siempre que la superficie atribuible teóricamente a las mismas resultaran 
inferiores a la señalada como parcela mínima en la ordenación territorial o urbanística o, 
en su caso, a la unidades mínimas de cultivo. Como resulta de dicho precepto, el acto 
revelador consistirá en la simple transmisión, no exclusivamente en la creación o primera 
enajenación, por lo tanto nos encontramos en un concepto amplio que puede 
comprender la primera o ulterior venta de la cuota ya que, como indica el famoso 
aforismo latino, ubi lex non distiguit nec nos distinguere debemus.

En esta misma línea, la expresión empleada en el artículo 66.2 de la LOUA –
“asignaciones de uso o cuotas en pro indiviso”– tampoco diferencia entre primeras o 
posteriores enajenaciones, máxime cuando, según el Diccionario de la Real Academia 
de la Lengua Española, asignar significa, en su primera acepción, señalar lo que 
corresponde a alguien o algo, lo cual tiene lugar tanto en la primera como en las 
ulteriores transmisiones. Del mismo modo, el art. 17.2 del TRLS habla de enajenación de 
participaciones indivisas sin mayor distinción.

De acuerdo con la Resolución de 12 de julio de 2012, lo fundamental a efectos de 
determinar el acierto de la exclusión del Registro de la Propiedad no es si nos 
encontramos ante la constitución de la cuota o ante su posterior transmisión –habida 
cuenta de que la misma ya consta inscrita a favor de su titular–, sino si existen indicios 
fácticos suficientes de estar ante la posible formación de un núcleo de población, 
prevaleciendo así el dato real sobre el estrictamente formal.

Además, entender que la parcelación urbanística sólo existe o sólo se puede apreciar 
en la constitución de las cuotas o en la primera enajenación de las mismas implica no 
valorar debidamente que las parcelaciones urbanísticas, de acuerdo con la 
jurisprudencia,

Así y literalmente en la Resolución de 28 de enero de 2014 establece en sus 
fundamentos de Derecho: “…este Centro Directivo se ha pronunciado en reiteradas 
ocasiones desde la Resolución de 10 de octubre de 2005 hasta las más recientes, y 
especialmente la de 2 de enero de 2013, han fijado sistemáticamente la doctrina en la 
materia según la cual, sin perjuicio de que la autoridad administrativa, utilizando medios 
más amplios de los que se pueden emplear por el registrador, pueda estimar la 
existencia de una parcelación ilegal, la venta de participaciones indivisas de una finca no 
puede traer como consecuencia, por sí sola, la afirmación de que exista una parcelación 
ilegal, ya que para ello es necesario, bien que, junto con la venta de participación indivisa 
se atribuya el uso exclusivo de un espacio determinado susceptible de constituir finca 
independiente, bien que exista algún otro elemento de juicio que, unido a la venta de la 
participación, pueda llevar a la conclusión de la existencia de la repetida parcelación.

Ahora bien, ni la ausencia de asignación formal y expresa de uso individualizado de 
una parte del inmueble en la escritura ni la manifestación contraria al hecho o voluntad 
de que se produzca aquella asignación, reiterada posteriormente en el acta, bastan por 
sí solas para excluir la calificación de parcelación urbanística, pues el elemento decisorio 
es la existencia de indicios suficientes, que desvirtúen dichas afirmaciones.

6. En el caso objeto de este expediente se da la circunstancia de que en la 
escritura de compraventa se inserta una certificación catastral obtenida telemáticamente 
por el propio notario autorizante, que atribuye a la participación de que es titular la 
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vendedora, doña P. E. G. G., esto es un 12,50%, determinada referencia catastral, 
identificándose la participación citada como urbana, sita en calle M. (...) con un uso de 
almacén-estacionamiento, año de construcción 2005. Y como datos de la finca catastral 
en que se integra la citada participación señala un inmueble en la misma localización con 
una superficie de suelo de 12.190 metros, construida de 803 metros, consistente en una 
parcela con varios inmuebles (división horizontal).

Consta igualmente que dicha referencia catastral se corresponde con la finca 
registral descrita en la escritura, cuestión esta que confirma expresamente la parte 
vendedora en su exponendo, manifestación por otra parte exigida por el artículo 18 del 
Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2004 y que nunca ha quedado cuestionada por las partes intervinientes ni 
en la escritura de compraventa ni en el acta posterior, de forma que de ser inexacta la 
información que obra en la certificación, debió instarse la oportuna rectificación catastral 
en cumplimiento del citado artículo.

Por lo tanto, la simple comprobación de la referencia catastral incorporada al 
documento, en la que consta que la participación de que es titular la vendedora tiene un 
uso individualizado como almacén-estacionamiento y forma parte de una finca en la que 
existe una construcción, constituye un elemento de juicio que permite concluir que 
probablemente exista una parcelación ilegal, presunción ésta que solo puede 
desvirtuarse por la obtención de la oportuna licencia de segregación o declaración 
municipal de su innecesariedad.

El registrador debe calificar tanto la incorporación de la referencia catastral a la finca 
registral, como la existencia de indicios que permitan sospechar razonadamente de la 
existencia de una parcelación urbanística ilegal Advertida la anterior circunstancia, como 
es el caso, debe adoptar las medidas necesarias para impedir que se consume un fraude 
de ley acudiendo a los medios a su alcance entre los que se encuentra el acceso a los 
datos catastrales protegidos para la identificación de inmuebles y para dar cumplimiento 
a la obligación de hacer constar la referencia catastral No puede obviar, como pretende 
el recurrente, mediante la mera declaración de las partes de que el aprovechamiento 
privativo constituye una expectativa de futuro, la existencia de una circunstancia de 
hecho objetiva, derivada del contenido de la certificación catastral, que impide la práctica 
de la inscripción por mandato de la legislación anteriormente invocada. Y tampoco 
depende de una declaración de voluntad de los interesados, aun cuando se recoja en la 
escritura, la determinación del carácter rústico o urbano de los terrenos que solo 
corresponde a la autoridad competente en la materia que será quien deba analizar si 
procede o no la necesidad de obtención de licencia. ‘integran una actuación compleja, 
continuada, que se prolongan inexcusablemente en el tiempo a través de diversas 
operaciones o fases’, ‘es consecuencia, no de un actuar único en el tiempo, sino 
resultado, en la mayoría de las ocasiones, de diversos y sucesivos actos jurídicos y de 
modificación de la realidad prexistente que, aisladamente considerados, parece que 
tienen una significación distinta a su finalidad última’, ‘con más acentuado carácter 
cuando es sucesiva y no simultánea y los lotes producto de la división pasan a 
enajenarse a terceros’, y, por tanto, ‘la determinación de si una parcelación tienen o no 
un carácter urbanístico puede deducirse a posteriori, como consecuencia de los actos 
ulteriores que realiza el dueño de la finca matriz (...) Que esto es así se deduce... de las 
obras de infraestructura realizadas y de la no consideración del valor agrícola de las 
fincas en los actos transmisivos’....”

La DGRN ha admitido desde la inicial Resolución de 10 de octubre de 2005 hasta la 
reciente y trascendental de 12 de julio de 2010, que en los casos de venta de 
participación indivisa sin manifestación expresa sobre asignación de uso o incluso con 
pacto en contra, el Registrador pueda exigir licencia o, en su caso, declaración de 
innecesariedad, siempre que razone o motive la existencia de elementos de juicio 
reveladores de una posible parcelación urbanística y ello aun cuando la legislación 
urbanística no contemple tal supuesto de forma expresa como un acto revelador de una 
posible parcelación urbanística. A tal fin habrá de estarse al contenido del propio título y 
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otros conexos presentados anterior o posteriormente y en especial al historial registral de 
la finca, al objeto de detectar la existencia de pluralidad de titulares, sucesivas 
segregaciones o ventas de participaciones, aumentos o disminuciones de cabida con 
alteración de superficie de las colindantes en sentido opuesto, existencia de viviendas y 
declaraciones de obra nueva, fincas en proindiviso destinadas a paso u otros servicios 
comunes, tanto si están o no vinculadas ob rem con otras consideradas como 
principales, a modo de comunidad romana de fin subordinado, etc.

En definitiva, en estos casos, el hecho de no haber sido contemplados por el 
legislador estatal, de forma expresa, como uno de los supuestos en los que el 
Registrador ha de solicitar, en todo caso, la licencia respectiva para practicar la 
inscripción de los actos de segregación o división, entendidos en sentido amplio, no 
impide su operatividad, pues además de que su fundamento reside en el principio de 
legalidad urbanística, recogido en materia de parcelaciones en el art 17.2 del TRLS 
y 66.3 y 4 de la LOUA, son considerados por esta última norma como actos reveladores 
de una posible parcelación urbanística, lo que constituye una importante ayuda al 
Registrador en su calificación, al ponerle de manifiesto la existencia de un indicio, cuyo 
alcance, a efectos de practica la inscripción solicitada, ha de evaluar y razonar en 
función de las circunstancias concurrentes, por exigencias de los principios de legalidad 
y seguridad jurídica.

Artículos 18 de la Ley Hipotecaria; 52, 66, 68, 172 y 183.3 y la disposición adicional 
decimoquinta de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía; los artículos 26 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana; 78 y 79 
del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas 
complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre 
Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística; 8 del 
Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina 
Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía; 2.2 y 8.2 del Decreto 2/2012, 
de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las edificaciones y asentamientos 
existentes en el suelo no urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía; la 
Sentencia número 143/2017, del Tribunal Constitucional, de 14 de diciembre, y las 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 2 de marzo 
y 24 de mayo, 29 de octubre (2.ª) y 3 de diciembre (1.ª) de 2012, 15 de abril de 2013 
(2.ª), 4 y 11 (1.ª) de marzo, 22 de abril (2.ª) y 24 de noviembre de 2014,12 de julio 
de 2016 y 6 de septiembre y 11 y 12 (tres) de diciembre de 2017. Resolución DGRN 22 
de Marzo de 2018. artículos 18, 202, 326 y 327 de la Ley Hipotecaria; 52, 66, 68, 172 
y 183.3 y la disposición adicional decimoquinta de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía; los artículos 26 del Real Decreto 
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Suelo y Rehabilitación Urbana; 78 y 79 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por 
el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la 
Ley Hipotecaria sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza 
Urbanística; 8 del Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía; 2.2 
y 8.2 del Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las 
edificaciones y asentamientos existentes en el suelo no urbanizable en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía; la Sentencia del Tribunal Constitucional número 143/2017, 
de 14 de diciembre, y las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 10 de octubre de 2005, 2 de marzo, 24 de mayo, 29 de octubre (2.ª) y 3 de 
diciembre (1.ª) de 2012, 2 de enero y 15 de abril de 2013 (2.ª), 4 y 11 (1.ª) de marzo, 22 
de abril (2.ª) y 24 de noviembre de 2014, 12 de julio de 2016, 6 de septiembre y 11 y 12 
(tres) de diciembre de 2017, 22 de marzo de 2018 y 13 de marzo de 2019. Resolución 
DGRN 24 de Abril de 2019.
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Formas de subsanación.

Aportando licencia de parcelación o declaración municipal de innecesariedad y si no 
se aporta se enviará la notificación al Ayuntamiento a los efectos del art 79 del 
RD 1093/1997 de 4 de julio.

En su virtud,
Acuerdo:

Suspender, la inscripción del documento objeto de la presente calificación en relación 
con las circunstancias expresamente consignadas en el Hecho II de la presente nota, al 
concurrir los defectos indicados en los Fundamentos de Derecho II de la misma nota.

De conformidad con los arts. 322 y 323 de la Ley Hipotecaria, queda 
automáticamente prorrogado el asiento de presentación por plazo de 60 días, contados 
desde la fecha de la última notificación. Pudiendo, no obstante, el interesado o el 
funcionario autorizante del título, durante la vigencia del asiento de presentación y dentro 
del plazo de 60 días antes referido, solicitar la práctica de la anotación preventiva 
prevista en el Art. 42,9 de la Ley Hipotecaria.

Notifíquese al presentante y al funcionario autorizante del título en el plazo máximo 
de 10 días contados desde esta fecha.

Contra la anterior calificación, podrá (…)

Manilva, a tres de junio del año dos mil diecinueve.–La Registradora (firma ilegible) 
Fdo. Belén Santa-Olalla Fernández Fígares.»

III

Contra la anterior nota de calificación, don J. C. G. C., en nombre y representación 
de la entidad «Arily Corporate Propertis, S.L.», interpuso recurso el día 10 de julio 
de 2019 mediante escrito y con arreglo a las siguientes alegaciones:

«Hechos:

Primero. Ciertamente las fincas a las que se refiere los documentos son dos fincas 
rústicas adquiridas por particiones indivisas, se trata de las siguientes fincas;

A) Finca 94. inscrita en el Registro de la Propiedad de Manilva, al Tomo. 1845
Ayuntamiento de Casares, Libro 381, folio 131, inscripción 14, referencia (…)
BL- Finca 5537. inscrita en el Registro de la Propiedad de Manilva, al Tomo 1845 del 

Ayuntamiento de Casares, Libro 381, folio 128, inscripción 14, referencia 
catastral 29041A0070000900Q0KW.

(…)
La superficie de las fincas es de 645.372 m2s y 26.510 m2s lo que hace un total de 

“671.882 m2s”.
Segundo.–Igualmente es cierto que al supuesto le resulta de aplicación los artículo 

señalados en la resolución en el hecho segundo, excepto la mención que efectúa del 
artículo 17 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de suelo, porque el aplicable es el artículo 26 del Real Decreto 
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Suelo y Rehabilitación Urbana.

Ahora bien, a los siguientes hechos le resulta de aplicación los siguientes,

Fundamentos de Derecho:

La resolución acertadamente invoca la aplicación de diversas resoluciones de la 
Dirección General del Registro y del Notariado, pero, sin embargo, no aplica la doctrina 
contenida en dichas resoluciones según las cuales, “la venta de participaciones indivisas 
de una finca no puede traer como consecuencia, por sí sola, la afirmación de que exista 
una parcelación ilegal, ya que para ello es necesario, bien que, junto con la venta de la 
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participación indivisa se atribuya el uso exclusivo de un espacio determinado susceptible 
de constituir fincas independientes, bien que exista algún otro elemento de juicio que, 
unido a la venta de la participación, pueda llevar a la conclusión de la existencia de la 
repetida parcelación”. Recientemente esta doctrina se expone de forma magistral en la 
resolución de 13 de marzo de 2019 de la Dirección General del Registro y del Notariado 
(BOE, 85, 9 de abril de 2019, Sección III, pág. 36566).

Y, en el presente caso, la registradora basa únicamente su calificación negativa en la 
mera existencia de una transmisión por título de compraventa de dos fincas a dos 
entidades por cuotas indivisas, sin alegar la existencia adicional de indicio alguno relativo 
a las circunstancias de descripción, dimensiones, localización o número de fincas 
resultantes, o cualquier otra, de la que pueda extraerse la sospecha de una posible 
parcelación.

Justamente todos los indicios del presente supuesto apuntan a pensar lo contraído, 
la situación de las fincas, su extensión superficial y la inexistencia de pacto alguno 
relativo a la asignación formal y expresa de uso individualizado de una parte del 
inmueble a cada uno de los compradores.

Por todo ello,
Suplico a V.I.; Que se digne admitir este escrito, presentado en tiempo y forma, y, en 

su día, en virtud de las manifestaciones consignadas proceda a reponer la calificación 
negativa, dejándola sin efecto, inscribiendo los documentos presentados.»

IV

La registradora de la Propiedad emitió informe el día 31 de julio de 2019, 
ratificándose íntegramente en el contenido de la nota de calificación impugnada, y 
remitió el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria; 52, 66, 68, 172 y 183.3 y la disposición 
adicional decimoquinta de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística 
de Andalucía; los artículos 26 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana; 78 y 79 
del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas 
complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre 
Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística; 8 del 
Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina 
Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía; 2.2 y 8.2 del Decreto 2/2012, 
de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las edificaciones y asentamientos 
existentes en el suelo no urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía; la 
Sentencia del Tribunal Constitucional número 143/2017, de 14 de diciembre, y las 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 10 de octubre 
de 2005, 2 de marzo, 24 de mayo, 29 de octubre (2.ª) y 3 de diciembre (1.ª) de 2012, 2 
de enero y 15 de abril de 2013 (2.ª), 4 y 11 (1.ª) de marzo, 22 de abril (2.ª) y 24 de 
noviembre de 2014, 12 de julio de 2016, 6 de septiembre y 11 y 12 (tres) de diciembre 
de 2017, 22 de marzo de 2018 y 13 de marzo y 24 de abril de 2019, y las que en las 
mismas se citan.

1. En el presente expediente se ha de decidir si procede la inscripción de una 
escritura de venta de tres cuartas partes indivisas de dos fincas rústicas (registrales 
números 94 y 5.537, respectivamente) situadas en un municipio de Andalucía a favor de 
dos personas físicas y una sociedad mercantil, que adquieren una cuarta parte indivisa 
cada una de ellas de ambas fincas. Dichas fincas responden a las siguientes 
descripciones respectivamente: la registral número 94 «cortijo de tierras de labor 
radicante en el término municipal de Casares, en el paraje (…) Su superficie es de 
sesenta y cuatro hectáreas, ochenta y siete áreas y ochenta y seis centiáreas (…)»; y la 
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finca 5.537 «parcela de terreno radicante en el término municipal de Casares, en el 
partido de (…), comprensiva de una extensión superficial de dos hectáreas, sesenta y 
cinco áreas (…) Esta finca tiene aneja la cuarta parte del casería del cortijo».

En la escritura de compraventa no se incluye pacto alguno relativo a la asignación 
formal y expresa de uso individualizado de una parte de dichos inmuebles a cada uno de 
los compradores.

La registradora suspende la inscripción por considerar dicha venta como un acto 
asimilable a una parcelación urbanística necesitada de licencia urbanística o, en su caso, 
de declaración de innecesariedad, con base a la regulación contenida en el artículo 66 
de la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía, al suponer una asignación de cuotas 
en proindiviso que puede determinar la existencia de diversos titulares a los que 
corresponda el uso individualizado de una parte del inmueble, formulando en concreto el 
defecto impeditivo de la inscripción en los siguientes términos: «Dada la venta de partes 
indivisas de fincas rústicas, debe aportarse licencia de parcelación o declaración 
municipal de innecesariedad y ello por aplicación de los arts 66 y 68 de la LOUA en 
relación con el art 17 de la Ley del suelo y arts 79 y 80 del Rd 1093/1997 de 4 de julio y 
el art 8 del Rgto de disciplina urbanística andaluza. Y si no se aporta licencia de 
parcelación o declaración municipal de innecesariedad como declara la DGRN en 
Resolución de 22 de Marzo de 2018 “será la Administración competente la que, en 
ejercicio de sus competencias en sede de disciplina urbanística, en el marco del 
procedimiento administrativo, y con los mayores elementos de que dispone, la que 
deberá pronunciarse sobre el carácter o no de parcelación ilegal de los negocios 
documentados en forma de compraventa de cuota indivisa, si bien, la actuación del 
registrador deberá articularse a través del procedimiento establecido en el artículo 79 
citado».

El recurrente se opone a dicha calificación en los términos que constan en los 
antecedentes de hecho de la presente.

2. Con carácter previo, conviene realizar determinadas consideraciones sobre el 
régimen competencial en materia de urbanismo.

Es conocido que las Comunidades Autónomas pueden asumir competencia exclusiva 
en las materias de «ordenación del territorio, urbanismo y vivienda» (Sentencias del 
Tribunal Constitucional números 61/1997, de 20 de marzo, fundamento jurídico 5, 
y 164/2001, de 11 de julio, fundamento jurídico 4), lo que en el caso de la Comunidad de 
Andalucía se plasma en el ejercicio de su potestad legislativa mediante la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

En segundo lugar, debe afirmarse que, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.8.ª de la Constitución, es al Estado al que compete, en materia urbanística, 
establecer qué actos son inscribibles en el Registro de la Propiedad y sujetar su 
inscripción al previo cumplimiento de ciertos requisitos, en particular, el requisito de la 
previa intervención administrativa.

Como ha tenido ocasión de afirmar este Centro Directivo en las Resoluciones de 29 
de octubre (2.ª) y 3 de diciembre (1.ª) de 2012, 15 de abril de 2013 (2.ª), 4 y 11 (1.ª) de 
marzo, 22 de abril (2.ª) y 24 de noviembre de 2014 y 22 de marzo de 2018, entre otras, 
«procede, en primer lugar, afirmar la competencia de las normas estatales en materia de 
determinación de los requisitos necesarios para la documentación pública e inscripción 
registral de las declaraciones de obras nuevas y de obras antiguas, sin perjuicio de la 
remisión a autorizaciones o licencias que establezca la normativa autonómica o a la 
prescripción, o no, de la infracción urbanística según dicha normativa, ya que, si bien, 
con carácter general, la sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, 
anuló buena parte del texto refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y 
Ordenación Urbana de 26 de junio de 1992, fundándose en que se habían invadido las 
competencias que, en materia de urbanismo, se hallan transferidas a las Comunidades 
Autónomas, esta misma sentencia dejaba a salvo aquellos preceptos que, por regular 
materias que son competencia exclusiva del Estado, eran perfectamente conformes con 
la Constitución Española. Así ocurrió con aquellas normas que se referían al Registro de 
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la Propiedad (cfr. art. 149.1.8.ª de la Constitución Española), de lo que se sigue que 
corresponde a las Comunidades Autónomas (…) determinar qué clase de actos de 
naturaleza urbanística están sometidos al requisito de la obtención de la licencia previa, 
las limitaciones que éstas pueden imponer y las sanciones administrativas que debe 
conllevar la realización de tales actos sin la oportuna licencia o sin respetar los límites 
por éstas impuestos, así como la fijación de los plazos de prescripción de las acciones 
de disciplina urbanística o su imprescriptibilidad. Sin embargo, corresponde al Estado 
fijar en qué casos debe acreditarse el otorgamiento de la oportuna licencia (o los 
requisitos para poder acceder al Registro de la Propiedad las declaraciones de obras 
referentes a edificaciones consolidadas por su antigüedad), para que el acto en cuestión 
tenga acceso al Registro (cfr. Resoluciones de 22 de abril de 2005; 4 de mayo de 2011; 8 
de mayo de 2012, y 6 de mayo de 2013). Según se establece en la disposición final 
primera del texto refundido de la Ley de Suelo, Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de 
junio, el artículo 20 tiene el carácter de disposición establecida en ejercicio de la 
competencia reservada al legislador estatal; y más específicamente, puede decirse que 
dicho precepto se dicta en atención a la competencia exclusiva del Estado sobre la 
ordenación de los Registros (art. 149.1.8 de la Constitución Española), siendo doctrina 
constitucional que en virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1.8.ª de la Constitución 
Española es al Estado al que compete, en materia urbanística, establecer qué actos son 
inscribibles en el Registro de la Propiedad y sujetar su inscripción al previo cumplimiento 
de ciertos requisitos (Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo)».

3. Por lo que se refiere al objeto del presente expediente, y para decidir cuál debe 
ser el tratamiento adecuado respecto de un acto o negocio jurídico que, sin formalizar 
división o segregación de una finca, puede presentar indicios de formación de núcleo 
poblacional al margen del planeamiento, esto es, constituir una parcelación de tipo 
urbanístico, prescindiendo de los instrumentos jurídicos legalmente previstos para su 
habilitación, debe recordarse la doctrina sentada por este Centro Directivo.

Como ha reconocido esta Dirección General, en línea con la doctrina jurisprudencial 
(cfr. Resoluciones de 2 de enero de 2013, 10 de septiembre de 2015, 12 de julio 
de 2016, 6 de septiembre y 12 de diciembre de 2017, 22 de marzo de 2018 y 13 de 
marzo y 24 de abril de 2019), una parcelación urbanística es un proceso dinámico que se 
manifiesta mediante hechos externos y objetivos fácilmente constatables. De modo que 
la simple transmisión de una cuota indivisa de propiedad, sin que en el título traslativo se 
consigne derecho alguno de uso exclusivo actual o futuro sobre parte determinada de la 
finca, constituiría, en principio, un acto neutro desde el punto de vista urbanístico y 
amparado por un principio general de libertad de contratación; solo si hechos posteriores 
pudieran poner de relieve la existencia de una parcelación física cabría enjuiciar 
negativamente la utilización abusiva o torticera de aquella libertad contractual.

Así, este Centro Directivo en su Resolución de 10 de octubre de 2005, en un caso de 
venta de participación indivisa de una finca rústica en la que no concurría ninguna otra 
circunstancia reveladora de una posible parcelación urbanística, ya afirmó que «sin 
perjuicio de que la autoridad administrativa, utilizando medios más amplios de los que se 
pueden emplear por el Registrador, pueda estimar la existencia de una parcelación 
ilegal, la venta de participaciones indivisas de una finca no puede traer como 
consecuencia, por sí sola la afirmación de que exista tal parcelación ilegal, ya que para 
ello es necesario, bien que, junto con la venta de participación indivisa se atribuyera el 
uso exclusivo de un espacio determinado susceptible de constituir finca independiente 
(cfr. Resolución de 12 de febrero de 2001), bien que exista algún otro elemento de juicio 
que, unido a la venta de la participación, pueda llevar a la conclusión de la existencia de 
la repetida parcelación». Con expresa invocación de este precedente, la posterior 
Resolución de 2 de enero de 2013 llegó a la misma conclusión (no concurrencia del 
supuesto de hecho de la existencia de una parcelación urbanística a efectos registrales) 
en un supuesto consistente en la venta de una finca por mitad y pro indiviso a dos 
compradores (hermanos), sin que se hubiese puesto de manifiesto en la calificación la 
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existencia adicional de indicio alguno del que pueda extraerse la sospecha de una 
posible parcelación.

En esta línea, en el ámbito de la normativa básica estatal, el artículo 26 del Real 
Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, anterior artículo 17 del texto refundido de la Ley 
de suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, que no hace 
sino reproducir lo establecido en el artículo 17 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, del 
Suelo, plasma una concepción amplia y finalista de la parcelación urbanística –cfr. 
Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 2013–, al aludir, junto a la división o 
segregación de una finca, a los supuestos de «enajenación, sin división ni segregación, 
de participaciones indivisas a las que se atribuya el derecho de utilización exclusiva de 
porción o porciones concretas de la finca, así como a la constitución de asociaciones o 
sociedades en las que la cualidad de socio incorpore dicho derecho de utilización 
exclusiva».

Partiendo de tal normativa, esta Dirección General –cfr. Resoluciones de 14 de julio 
de 2009, 12 de julio de 2010, 2 de marzo y 24 de mayo de 2012 y 2 de enero y 15 de 
abril de 2013– acorde con los pronunciamientos jurisprudenciales, ha ido desarrollando 
una doctrina, asumiendo tal concepto de parcelación urbanística, siguiendo el proceso 
que han seguido las actuaciones para soslayar su prohibición y precisamente para 
protegerse de ellas, trascendiendo la estricta división material de fincas, la tradicional 
segregación, división o parcelación, para alcanzar la división ideal del derecho y del 
aprovechamiento, y en general todos aquellos supuestos en que manteniéndose 
formalmente la unidad del inmueble, se produce una división en la titularidad o goce, ya 
sea en régimen de indivisión, de propiedad horizontal, de vinculación a participaciones 
en sociedades, o de cualquier otro modo en que se pretenda alcanzar los mismos 
objetivos.

También ha señalado que la ausencia de asignación formal y expresa de uso 
individualizado de una parte del inmueble no es por sí sola suficiente para excluir la 
formación de nuevos asentamientos y, por tanto, la calificación de parcelación 
urbanística. Ni siquiera excluye esta posibilidad la manifestación contraria al hecho o 
voluntad de que se produzca aquella asignación, pues el elemento decisorio es la 
posible aparición de tales asentamientos, como cuestión de hecho, con independencia 
de que el amparo formal y legal de la titularidad individual esté más o menos 
garantizado, se realice en documento público o privado o se haga de forma expresa o 
incluso tácita. Concepción que, por otra parte, asume la propia legislación urbanística 
andaluza –artículos 66 de la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía y 8.a) del 
Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina 
Urbanística–.

En este sentido, como señala la sentencia de la Sección Segunda de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 17 de 
marzo de 2011, la parcelación ilegal constituye un proceso en el que se suceden los 
actos materiales y jurídicos con clara intención fraudulenta de parcelar un terreno no 
urbanizable, pretendiendo la creación de una situación irreversible, demostrativa de que 
con los actos realizados no se pretende destinar el terreno a su uso y destino natural y 
obligado, rústico y agrícola; actuación que se lleva a cabo con vocación urbanística que 
posibilita la formación de un núcleo de población.

El Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban normas 
complementarias al Reglamento Hipotecario en materia urbanística, comparte tal toma 
de posición y así su artículo 79, si bien se halla encabezado por el epígrafe «divisiones y 
segregaciones», se refiere en su párrafo primero, no solo a los estrictos supuestos de 
división o segregación de fincas realizadas en suelo no urbanizable, sino también a todo 
supuesto en que, cuando por las circunstancias de descripción, dimensiones, 
localización o número de fincas resultantes de la división o de las sucesivas 
segregaciones, surgiere duda fundada sobre el peligro de creación de un núcleo de 
población, a cuyo efecto y para la definición y desarrollo de este concepto, remite a los 
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términos señalados por la legislación o la ordenación urbanística aplicable, en este caso 
el artículo 66 de la Ley Urbanística de Andalucía.

Conforme al régimen competencial expuesto anteriormente, dado que la 
competencia legislativa sobre urbanismo ha sido atribuida a las comunidades 
autónomas, como se desprende de la Constitución (artículos 148.1.3.ª y 149.1 y 
Sentencias del Tribunal Constitucional números 61/1997, 164/2001 y 143/2017) y de los 
respectivos Estatutos de Autonomía, ha de ser la propia legislación urbanística que 
resulte aplicable la que debe establecer qué actos están sometidos a licencia, 
declaración de innecesariedad, u otro título administrativo habilitante y qué actos pueden 
estimarse como reveladores de una posible parcelación urbanística ilegal, o ser 
asimilados a ésta, así como determinar qué otros actos de uso del suelo o de las 
edificaciones quedan sujetas a la intervención y control municipal que el otorgamiento de 
la licencia comporta, determinación que constituye un presupuesto previo o «prius» 
respecto de su exigencia en sede registral, cuya configuración como requisito de 
inscripción, sin embargo, corresponde al Estado. Determinados por la legislación 
sustantiva aplicable qué actos están sometidos a licencia u otro título administrativo 
habilitante y qué actos pueden estimarse reveladores de una posible parcelación 
urbanística ilegal, es la normativa hipotecaria, integrada en el Real Decreto 1093/1997, 
de 4 de julio, que complementa al Reglamento Hipotecario, la que resulta de aplicación 
para determinar la forma y efectos de la acreditación de esos títulos administrativos a los 
efectos del procedimiento registral.

Recuérdese el Preámbulo del Real Decreto 1093/1997: «(…) La regulación de la 
inscripción de los actos de parcelación se hace en el capítulo X. Al respecto, se ha tenido 
en cuenta la existencia de distintas normas urbanísticas materiales en diferentes 
Comunidades Autónomas, por lo que los artículos son estrictamente tabulares dejando a 
aquellas normas las cuestiones de fondo; ello significa que la aplicación de las 
soluciones hipotecarias –únicas y uniformes– dependerán, en gran medida, de la previa 
aplicación de las diversas regulaciones sustantivas autonómicas, sobre todo en lo que se 
refiere a sus propios criterios en materia de parcelación. Por otra parte, se pretende, en 
todo caso, una regulación equilibrada, que tenga en cuenta, simultáneamente, la 
necesaria labor de policía administrativa en la represión del ilícito, de cualquier tipo que 
éste sea, y la seguridad del tráfico inmobiliario, que se refleja básicamente en la 
exactitud del Registro (…)».

De manera que la exigencia de licencia, declaración de innecesariedad u otro tipo de 
título administrativo habilitante, para inscribir las operaciones a que se refieren los 
artículos 53 y 78 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, no puede considerarse 
absoluta o genérica, pues dependerá de la normativa sustantiva a que esté sujeto el 
concreto acto jurídico.

4. En particular, en el marco de la legislación urbanística andaluza el artículo 66 de 
la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, establece lo 
siguiente: «1. Se considera parcelación urbanística: b) En terrenos que tengan el 
régimen del suelo no urbanizable, la división simultánea o sucesiva de terrenos, fincas o 
parcelas en dos o más lotes que, con independencia de lo establecido en la legislación 
agraria, forestal o de similar naturaleza, pueda inducir a la formación de nuevos 
asentamientos. 2. Se consideran actos reveladores de una posible parcelación 
urbanística aquellos en los que, mediante la interposición de sociedades, divisiones 
horizontales o asignaciones de uso o cuotas en pro indiviso de un terreno, fincas, 
parcelas, o de una acción, participación u otro derecho societario, puedan existir diversos 
titulares a los que corresponde el uso individualizado de una parte del inmueble 
equivalente o asimilable a los supuestos del apartado anterior, sin que la voluntad 
manifestada de no realizar pactos sobre el uso pueda excluir tal aplicación. En tales 
casos será también de aplicación lo dispuesto en esta Ley para las parcelaciones 
urbanísticas según la clase de suelo de la que se trate. 3. Toda parcelación urbanística 
deberá ajustarse a lo dispuesto en esta Ley y a las condiciones que establece la 
ordenación urbanística de los instrumentos de planeamiento. 4. Cualquier acto de 
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parcelación urbanística precisará de licencia urbanística o, en su caso, de declaración de 
su innecesariedad. No podrá autorizarse ni inscribirse escritura pública alguna en la que 
se contenga acto de parcelación sin la aportación de la preceptiva licencia, o de la 
declaración de su innecesariedad, que los Notarios deberán testimoniar en la escritura 
correspondiente. 5. Las licencias municipales sobre parcelaciones y las declaraciones de 
innecesariedad de éstas se otorgan y expiden bajo la condición de la presentación en el 
municipio, dentro de los tres meses siguientes a su otorgamiento o expedición, de la 
escritura pública en la que se contenga el acto de parcelación. La no presentación en 
plazo de la escritura pública determina la caducidad de la licencia o de la declaración de 
innecesariedad por ministerio de la Ley, sin necesidad de acto aplicativo alguno. El plazo 
de presentación podrá ser prorrogado por razones justificadas. 6. En la misma escritura 
en la que se contenga el acto parcelatorio y la oportuna licencia o declaración de 
innecesariedad testimoniada, los otorgantes deberán requerir al notario autorizante para 
que envíe por conducto reglamentario copia autorizada de la misma al Ayuntamiento 
correspondiente, con lo que se dará por cumplida la exigencia de protección a la que se 
refiere el apartado anterior». En similares términos se pronuncia el artículo 8 del 
Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina 
Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El artículo 68 de la ley, por su parte, añade: «1. No se podrán efectuar parcelaciones 
urbanísticas en suelo urbano y urbanizable mientras no se haya producido la entrada en 
vigor de la ordenación pormenorizada establecida por el instrumento de planeamiento 
idóneo según la clase de suelo de que se trate. Se exceptúan de la regla anterior las 
segregaciones que sean indispensables para la incorporación de terrenos al proceso de 
urbanización en el ámbito de unidades de ejecución. 2. En terrenos con régimen del 
suelo no urbanizable quedan prohibidas las parcelaciones urbanísticas, siendo nulos de 
pleno derecho los actos administrativos que las autoricen, de acuerdo con el 
artículo 169.5 de esta ley. En caso de inexistencia de tales actos administrativos, las 
parcelaciones urbanísticas, al estar expresamente prohibidas, tendrán las consecuencias 
previstas en el ordenamiento jurídico aplicable».

Este tratamiento restrictivo de la parcelación de carácter urbanístico es coherente 
con el régimen del suelo no urbanizable que define la propia ley andaluza, en su 
artículo 52, al establecer que, en los terrenos clasificados como suelo no urbanizable que 
no estén adscritos a categoría alguna de especial protección, pueden realizarse, entre 
otros, los siguientes actos: «(…) B) Las segregaciones, edificaciones, construcciones, 
obras o instalaciones que, estando expresamente permitidas por el Plan General de 
Ordenación Urbanística o Plan Especial de desarrollo, sean consecuencias de: a) El 
normal funcionamiento y desarrollo de las explotaciones agrícolas. b) La necesidad 
justificada de vivienda unifamiliar aislada, cuando esté vinculada a un destino 
relacionado con fines agrícolas, forestales o ganaderos. c) La conservación, 
rehabilitación o reforma de edificaciones, construcciones o instalaciones existentes. d) 
Las características propias de los ámbitos del Hábitat Rural Diseminado (…) Estos actos 
estarán sujetos a licencia municipal, previa aprobación, cuando se trate de actos que 
tengan por objeto viviendas unifamiliares aisladas, del correspondiente Proyecto de 
Actuación por el procedimiento prescrito en los artículos 42 y 43 de la presente Ley para 
las Actuaciones de Interés Público en terrenos que tengan el régimen del suelo no 
urbanizable. Se exceptúan de la regulación anterior, en los términos que se determinen 
reglamentariamente, aquellas segregaciones de naturaleza rústica cuya finalidad no sea 
la implantación de usos urbanísticos, y para las que se obtenga la correspondiente 
declaración municipal de innecesariedad de licencia».

Sin embargo, supuesto distinto lo constituyen las situaciones ya existentes en 
ámbitos de suelo no urbanizable, cuyo adecuado tratamiento normativo ha preocupado 
al legislador andaluz, aprobando el Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula 
el régimen de las edificaciones y asentamientos existentes en el suelo no urbanizable en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, norma reglamentaria que tiene por objeto, por 
una parte, regular los requisitos y procedimientos que faciliten la integración en la 
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ordenación de los Planes Generales de Ordenación Urbanística de los asentamientos 
que sean conformes con el modelo territorial y urbanístico establecido en los mismos y, 
por otra parte, establece el régimen aplicable a las edificaciones aisladas en suelo no 
urbanizable, teniendo en consideración las distintas situaciones jurídicas de las mismas, 
destacando entre todas estas situaciones la de las edificaciones aisladas construidas al 
margen de la legalidad urbanística y territorial para las que ya no es posible establecer 
medidas de protección de la legalidad urbanística y a las que se les aplica el régimen de 
asimilado al de fuera de ordenación. En este sentido, desarrolla y complementa el 
Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina 
Urbanística.

A esos efectos, según la forma de ubicación de las edificaciones en el suelo no 
urbanizable, en el artículo 2.2 del citado Decreto 2/2012 se distinguen las siguientes 
situaciones: «a) Edificaciones aisladas: Edificaciones o agrupaciones de edificaciones 
que no llegan a constituir un asentamiento, conforme a lo dispuesto en este Decreto y, en 
su caso, en el Plan General de Ordenación Urbanística. b) Asentamientos urbanísticos: 
Ámbitos territoriales definidos, consolidados por edificaciones próximas entre sí, 
generadoras de actividades propiamente urbanas, con entidad suficiente como para 
necesitar infraestructuras, dotaciones y los servicios urbanísticos básicos especificados 
en el artículo 45.1.a) de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre. c) Asentamientos que 
constituyen Hábitat Rural Diseminado: Ámbitos territoriales sobre los que se ubican un 
conjunto de edificaciones sin estructura urbana y ligadas en su origen a la actividad 
agropecuaria y del medio rural, que poseen características propias que deben 
preservarse, y que pueden demandar algunas infraestructuras, dotaciones o servicios 
comunes, para cuya ejecución no sea preciso una actuación urbanizadora».

También resulta de interés el artículo 8.2, relativo a las edificaciones aisladas, según 
el cual no procederá el reconocimiento de la situación de asimilado al régimen de fuera 
de ordenación en los siguientes supuestos: «(…) b) Edificaciones aisladas integradas en 
una parcelación urbanística que no constituye un asentamiento urbanístico conforme a lo 
dispuesto en este Decreto, y para la que no haya transcurrido el plazo para el 
restablecimiento del orden urbanístico infringido, si no se ha procedido a la reagrupación 
de las parcelas, conforme a lo dispuesto en el artículo 183.3 de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre».

En este punto debe citarse la Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la 
Ley 7/2002, de 17 de diciembre, que expresamente trata de atender la situación de las 
edificaciones construidas al margen de la legalidad que se sitúan en parcelaciones 
urbanísticas que no tengan la condición de asentamiento urbanístico. Para estas 
edificaciones, el reconocimiento de la situación de asimilado al régimen de fuera de 
ordenación queda cuestionado por la inexistencia de limitación temporal para la adopción 
de medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística en la parcelación urbanística 
sobre la que se asientan, extendiéndola a las propias edificaciones. La modificación de la 
Ley 7/2002, de 17 de diciembre, tiene por objeto principal eliminar la incertidumbre en la 
que se encuentran las edificaciones descritas, de tal forma que a dichas edificaciones y 
sus parcelas, y solo a estas, les sea de aplicación el plazo establecido por el 
artículo 185.1 de dicha ley para que la Administración pueda adoptar medidas de 
protección de la legalidad urbanística contra ellas, si bien, como regla general, se 
mantiene la inexistencia de limitación temporal para la adopción de medidas de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado para las parcelaciones urbanísticas en 
suelo no urbanizable.

Esta ley modifica el citado artículo 183.3 de la Ley 7/2002, para establecer lo 
siguiente: «3. En el caso de parcelaciones urbanísticas en terrenos que tengan el 
régimen del suelo no urbanizable, el restablecimiento del orden jurídico perturbado se 
llevará a cabo mediante la reagrupación de las parcelas a través de una reparcelación 
forzosa, en la forma y en las condiciones que se determinen reglamentariamente. 
Quedarán excluidas de la reagrupación las parcelas sobre las que existan edificaciones 
aisladas de uso residencial para las que haya transcurrido la limitación temporal del 
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artículo 185.1. A estas edificaciones les será de aplicación el régimen de asimilado al de 
fuera de ordenación establecido en el párrafo tercero del artículo 34.1.b), con las 
particularidades recogidas en la disposición adicional decimoquinta de la presente ley, 
siempre que la parcelación urbanística no tenga la condición de asentamiento 
urbanístico». Correlativamente, se modifica el artículo 185.2, que queda con la siguiente 
redacción: «2. La limitación temporal del apartado anterior, de seis años, no regirá para 
el ejercicio de la potestad de protección de la legalidad urbanística y restablecimiento del 
orden jurídico perturbado respecto a los siguientes actos y usos: A) Los de parcelación 
urbanística en terrenos que tengan la consideración de suelo no urbanizable, salvo los 
que afecten a parcelas sobre las que existan edificaciones aisladas de uso residencial 
para las que haya transcurrido la limitación temporal del apartado anterior, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 183.3 de esta ley. La excepción anterior en relación a 
limitación temporal únicamente será de aplicación a la parcela concreta sobre la que se 
encuentre la edificación en la que concurran los citados requisitos, no comprendiendo al 
resto de parcela o parcelas objeto de la parcelación. En ningún caso, será de aplicación 
la limitación temporal a las parcelas que se encuentren en alguno de los supuestos de la 
letra B)».

Finalmente, la disposición transitoria primera de la Ley 6/2016, dispone que la 
regulación establecida en esta ley será de aplicación a las parcelaciones urbanísticas 
existentes a la fecha de entrada en vigor de la misma en las que concurran los requisitos 
previstos en los artículos 183.3 y 185.1 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, en la redacción otorgada por esta ley.

5. Expuesto el régimen normativo aplicable, cabe recordar algunos de los casos 
resueltos recientemente por este Centro Directivo para supuestos similares, que se 
suman a los correspondientes a las Resoluciones de 10 de octubre de 2005 y 2 de enero 
de 2013 a que nos hemos referido anteriormente, y que en conjunto sientan una doctrina 
ya consolidada en la materia.

Por la Resolución de 12 de julio de 2016, respecto de la negativa del registrador de la 
Propiedad de El Puerto de Santa María número 2 a inscribir una adjudicación hereditaria, 
se estimó el recurso dado que: «el registrador basa únicamente su calificación negativa 
en la transmisión de una cuota indivisa de finca no urbanizable que no consta 
previamente individualizada en el Registro, debiendo señalarse a este respecto que la 
transmisión se efectúa por título de herencia a los dos únicos herederos que se la 
adjudican por mitad y pro indiviso como los restantes bienes hereditarios. De este solo 
hecho no cabe deducir indicio alguno del que pueda extraerse la sospecha de una 
posible parcelación. Tampoco cabe apreciar aquí los indicios que señala el registrador en 
su informe, relativos a la descripción catastral de la finca y a la existencia de una 
construcción, que data según el Catastro de 1984, dado que no se han puesto de 
manifiesto oportunamente en la nota de calificación. Todo ello sin perjuicio de que la 
autoridad administrativa, utilizando medios más amplios que los que están al alcance del 
registrador, pueda estimar la existencia o no de una parcelación ilegal».

En la Resolución de 6 de septiembre de 2017, también relativa a la venta de 
participación indivisa, en el marco de la legislación andaluza, se estimó el recurso por no 
suponer la inicial desmembración «ex novo» de la titularidad en un proindiviso, con o sin 
asignación de uso, u otro indicio de parcelación urbanística que puede ser calificado por 
el registrador como suficiente para justificar la aplicación del citado artículo 79 del Real 
Decreto 1093/1997, sino que «se pretende transmitir una cuota indivisa ya inscrita en el 
Registro de la Propiedad, acto que debe considerarse, en principio, neutro desde el 
punto de vista urbanístico y amparado por un principio general de libertad de 
contratación; solo si hechos posteriores pudieran poner de relieve la existencia de una 
parcelación física cabría enjuiciar negativamente la utilización abusiva o torticera de 
aquella libertad contractual, lo que deberá apreciarse por el órgano competente y en el 
cauce procedimental oportuno».

En relación con esta concreta situación, la Resolución de este Centro Directivo de 10 
de septiembre de 2015, referido también a la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
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manifestó que «ciertamente la situación podría ser diferente si dicha cuota indivisa 
hubiera sido inscrita con anterioridad y ahora se pretendiera su transmisión, pues en este 
caso el principio de legitimación registral establecido en el artículo 38 de la Ley 
Hipotecaria se extendería a todos los efectos legales la presunción legal de que el 
derecho inscrito existe y pertenece a su titular en la forma establecida en el asiento 
respectivo (cfr. Resoluciones de 2 de marzo y 24 de mayo de 2012), sin perjuicio de que 
concurran otros elementos adicionales que revelen la posible existencia de parcelación 
ilegal». Hace referencia, además, al Preámbulo del Real Decreto 1093/1997: «(…) Por 
otra parte, se pretende, en todo caso, una regulación equilibrada, que tenga en cuenta, 
simultáneamente, la necesaria labor de policía administrativa en la represión del ilícito, 
de cualquier tipo que éste sea, y la seguridad del tráfico inmobiliario, que se refleja 
básicamente en la exactitud del Registro (…)». Y, aunque estima el recurso, puntualiza 
que «el registrador, en el ejercicio de su función pública, comunique al Ayuntamiento la 
inscripción practicada, en el marco de su actuación colaboradora en materia de disciplina 
urbanística en orden a la necesaria colaboración entre Administraciones Públicas –cfr. 
artículo 141.1.c) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre–».

En las recientes Resoluciones de 12 de diciembre de 2017 (tres), aunque 
enmarcadas en la legislación urbanística canaria, pero relativas a la transmisión de 
participación indivisa inscrita, esta Dirección General consideró que «tal conversión de la 
comunidad hereditaria indivisa en una comunidad ordinaria mediante sucesivas 
transmisiones onerosas de cuota, puede constituir, un acto revelador de posible 
parcelación (…)». Considera, en ese caso, justificados los elementos indiciarios 
planteados por el registrador como «circunstancias de descripción, dimensiones, 
localización o número de fincas resultantes» a que se refiere el artículo 79 del Real 
Decreto 1093/1997, de 4 de julio, para motivar duda fundada sobre el peligro de creación 
de un núcleo de población o parcelación urbanística, en los términos señalados por la 
legislación o la ordenación urbanística aplicable, y con ello exigir la oportuna intervención 
administrativa, no ya en forma de licencia sino a través de los trámites procedimentales 
que prevé el citado artículo 79 de las normas complementarias, como medidas 
preventivas de carácter registral tendentes a evitar la formación y consolidación de 
parcelaciones al margen de la ordenación urbanística aplicable.

Los elementos indiciarios considerados en dichas Resoluciones de 12 de diciembre 
de 2017 como suficientes para fundar las dudas de la posible existencia de parcelación 
se basaron en que la situación de comunidad hereditaria indivisa inscrita se disuelve 
mediante sucesivas ventas de cuota a personas ajenas a la misma, por lo que no puede 
equipararse completamente al supuesto de la Resolución de 6 de septiembre de 2017, 
que estimó el recurso dado que no se trataba de la inicial desmembración «ex novo» de 
la titularidad en un proindiviso, sino la transmisión de cuota ya inscrita, ni al de la citada 
Resolución de 12 de julio de 2016, en la que la transmisión se efectuó por título de 
herencia a los dos únicos herederos que se la adjudican por mitad y pro indiviso como 
los restantes bienes hereditarios, sin plantear motivadamente indicio adicional en la nota 
de calificación.

En las Resoluciones de 12 de diciembre de 2017 se consideraron como indicios 
adicionales justificados la consulta efectuada por el registrador, tanto a Catastro como al 
sistema de información territorial canario, para apreciar la posible existencia de 
edificaciones dispersas u otros elementos relevantes a estos efectos, a los que alude el 
artículo 79 como «circunstancias de descripción, dimensiones, localización (…)».

No obstante, aun justificada suficientemente la presencia de elementos relevadores 
de posible parcelación urbanística, es la Administración competente la que, en ejercicio 
de sus competencias de disciplina urbanística, en el marco del procedimiento 
administrativo, y con los mayores elementos de que dispone, la que deberá pronunciarse 
sobre si tienen o no carácter de parcelación ilegal los negocios documentados en forma 
de compraventa de cuota indivisa, si bien, la actuación del registrador deberá articularse 
a través del procedimiento establecido en el artículo 79 citado, dado que de conformidad 
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con la legislación canaria, aplicable a tal supuesto, no se trataba de actos sometidos 
expresamente a la licencia o declaración de innecesariedad.

Finalmente, la Resolución de 22 de marzo de 2018 estimó el recurso en un supuesto 
de transmisión de una participación indivisa ya inscrita de un del 7,02% de una finca 
rústica que, a su vez, se desembraba en dos mitades proindiviso al transmitirse a favor 
de dos personas distintas. La finca registral aparecía descrita en el Registro de la 
Propiedad de Barbate como rústica, parcela de terreno con una superficie de 11.384 
metros cuadrados, donde existía declaradas por antigüedad ocho construcciones 
destinadas a vivienda unifamiliar, cada una de ellas identificada con número propio, 
inscritas sin acreditar licencia de obra ni de ocupación, habiéndose comunicado la 
práctica de las inscripciones de declaración de obra, tanto al Ayuntamiento de Barbate 
como al departamento competente de la Junta de Andalucía al amparo del artículo 52 del 
Real Decreto 1093/1997, actual artículo 28.4 de la Ley de Suelo, sin que constase 
pronunciamiento municipal alguno. Además la participación indivisa objeto de 
transmisión constaba inscrita a nombre del transmitente por la inscripción 19.ª, de 16 de 
diciembre de 2009, asiento practicado tras el transcurso de los cuatro meses previstos 
en el artículo 79 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, después de la comunicación 
realizada por la registradora que calificó el título, dado que no recibió comunicación 
alguna por parte del Ayuntamiento en ejercicio de sus competencias de disciplina 
urbanística y de conformidad con el apartado cuarto del citado artículo 79. En la escritura 
constaba incorporada un certificado de deudas con la comunidad en el que se comunica 
la transmisión de «la parcela número 14». La Resolución, a la vista del conjunto de las 
citadas circunstancias, confirmó la calificación del registrador que había entendido que 
se trataba de un supuesto revelador de una posible parcelación urbanística.

De la doctrina expuesta puede concluirse que, a la hora de analizar el tratamiento de 
actos o negocios jurídicos que, sin constituir formalmente división o segregación, pueden 
presentar indicios de parcelación urbanística o formación de núcleo poblacional al 
margen del planeamiento, este Centro Directivo ha entendido que dichos actos se 
someterán al previo requisito registral de acreditación de licencia o declaración de 
innecesariedad –artículo 78 del Real Decreto 1093/1997, en relación al artículo 26 de la 
Ley de Suelo– cuando la legislación sustantiva aplicable equipare expresamente el acto 
en cuestión a la parcelación en sentido estricto sometida a dichos títulos administrativos; 
mas, en otro caso, el tratamiento del mismo desde el punto de vista registral debe 
articularse a través del procedimiento previsto en el artículo 79 del citado Real Decreto 
de 4 de julio de 1997, siempre y cuando el registrador de forma motivada en su nota de 
calificación exponga los indicios que, de acuerdo también con la normativa aplicable, 
puedan justificar la aplicación de tal precepto.

En el caso de la mera transmisión de una finca a dos compradores por mitad y 
proindiviso (mediante una compraventa simultánea y no sucesiva), o de una cuota 
indivisa ya inscrita en el Registro, amparada por tanto por la legitimación registral, no 
debe justificar, como regla general, la exigencia de intervención administrativa alguna, a 
menos que vaya acompañada de un indicio cualificado como puede ser la nueva 
asignación de uso de parte determinada de finca o la conversión de una comunidad 
hereditaria en ordinaria mediante sucesivas transmisiones, siempre atendidas el resto de 
circunstancias concurrentes (relativas a la descripción, dimensiones, localización o 
número de fincas resultantes, o cualesquiera otras que resulten pertinentes para tal 
valoración), y de conformidad con la legislación sustantiva aplicable (vid. Resoluciones 
de 13 de marzo y 24 de abril de 2019).

6. En el presente caso, no estamos en presencia de una transmisión de cuotas 
indivisas ya inscritas en el Registro, ni la calificación de la registradora se basa 
exclusivamente en la transmisión simultánea de varias cuotas indivisas a varios 
compradores. Por el contrario, la calificación, atendiendo a la doctrina de este Centro 
Directivo ampliamente reseñada «supra», aporta otros elementos objetivos de los que 
puede inferirse el posible peligro de creación de un núcleo de población o parcelación 
urbanística. En concreto, se señalan en la calificación impugnada diversas circunstancias 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 273 Miércoles 13 de noviembre de 2019 Sec. III.   Pág. 124710

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

9-
16

29
4

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s



de descripción, dimensiones, localización y construcciones existentes sobre las fincas en 
las que se apoya la inferencia de la posible formación y consolidación de parcelación al 
margen de la ordenación urbanística aplicable.

En concreto, en relación con la finca registral número 94 de Casares, pone de 
manifiesto la calificación que, según la escritura, se corresponde con el polígono 7 
parcela 6, incorporándose certificación catastral de dicha parcela en la que constan 
varias construcciones, dos de ellas de carácter agrario y otras dos destinadas a vivienda; 
y en cuanto a la finca registral número 5.537 de Casares, según el Registro, tiene una 
superficie de 2,65 hectáreas y constituye la parcela 9 del polígono 7 del Catastro, siendo 
su uso principal según la certificación catastral el agrario, siendo el cultivo que constituye 
su aprovechamiento el de matorral y por tanto de secano, por lo que la superficie mínima 
a segregar serían de 25.000 metros cuadrados o 2,50 hectáreas aplicable al municipio 
de Casares; por lo que está justificada la invocación que hace la registradora en su 
calificación del artículo 8.a) del Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía, 
aprobado por Decreto 60/2010, de 16 de marzo, conforme al cual «tendrán la 
consideración de actos reveladores de posible parcelación urbanística, la transmisión 
intervivos de cuotas proindiviso de fincas clasificadas como suelo no urbanizable, 
cuando a cada uno de los titulares corresponda teóricamente una parte de superficie 
inferior a la mayor de las fijadas en la ordenación urbanística y territorial vigente, como 
parcela mínima edificable o divisible, según el resultado de aplicar a la total superficie del 
inmueble objeto de alteración, el porcentaje que represente cada cuota indivisa 
enajenada», siendo así que en este caso una cuarta parte indivisa de esta finca 
representaría para cada titular 6.625 metros cuadrados inferior a los 25.000 metros 
cuadrados que se admiten como unidad mínima de cultivo, inferior por tanto a la parcela 
mínima divisible.

Circunstancias que en su conjunto constituyen elementos indiciarios suficientes para 
motivar dudas fundadas sobre el peligro de creación de un núcleo de población o 
parcelación urbanística, en los términos señalados por la legislación o la ordenación 
urbanística aplicable, y con ello exigir la oportuna intervención administrativa a través de 
la expedición de la correspondiente licencia o certificación de innecesariedad o, en su 
defecto, a través de los trámites procedimentales que prevé el citado artículo 79 de las 
normas complementarias al Reglamento Hipotecario en materia de inscripción de actos 
urbanísticos, como medidas preventivas de carácter registral tendentes a evitar la 
formación y consolidación de parcelaciones al margen de la ordenación urbanística 
aplicable, tal y como se indica en la calificación impugnada que, en consecuencia, siendo 
conforme a la legislación y doctrina de este Centro Directivo ampliamente reseñada más 
arriba, ha de ser confirmada.

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y 
confirmar la nota de calificación de la registradora.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda 
ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia del lugar donde radica el 
inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de aplicación las 
normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de 
la Ley Hipotecaria.

Madrid, 27 de septiembre de 2019.–El Director General de los Registros y del 
Notariado, Pedro José Garrido Chamorro.
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